Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 25 minutos.) 


- Antes que nada, deseo señalar que es un gusto recibir nuevamente a los asesores en materia de vivienda. A pesar de que sólo 
hemos podido concurrir el señor Senador Mujica y quien habla, no queríamos perder la oportunidad de escuchar sus opiniones 
sobre el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo. 


Concretamente, la señora Senadora Xavier -quien nos lleva cierta ventaja en el análisis de este tema- había solicitado esta reunión 
a fin de estudiar el Título | de esta iniciativa. Debo confesar que el señor Senador Mujica y quien habla, por problemas de público 
conocimiento, ni siquiera hemos podido leer los textos. Contábamos con la presencia de la señora Senadora Xavier para que 
iniciara la consideración de este asunto en el día de hoy, pero hasta el momento ello no ha sido posible. De todos modos, 
independientemente de que al final nosotros hagamos algunas reflexiones críticas sobre el trabajo de los señores asesores, quizás 
podamos ponernos de acuerdo en los aspectos que puedan ser perfectibles. Asimismo, podríamos convenir el cronograma de 
trabajo del próximo año. 


Creo que lo primero que deberíamos hacer es escuchar un rápido resumen de los señores asesores sobre el contenido de este 
Título |, es decir, cuáles son las coincidencias y cuáles las discrepancias. 


SEÑOR SIENRA.- En realidad, en términos generales, creo que hay más coincidencias que discrepancias. Diría que todos 
pensamos que el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo ha sido, en todo caso, un punto de partida, pero que no está bien 
resuelto. Por tanto, el texto final va a tener una diferencia muy sustancial con dicha iniciativa. 


También pienso que todos hemos podido dar nuestras opiniones y que ese intercambio ha sido muy fructífero. Este trabajo ha 
llevado a confeccionar distintos textos sobre los temas que están incluidos en este Título |. Reitero que hay muchas coincidencias, 
así como algunas diferencias de estilo y sobre determinados contenidos. No obstante, pienso que en todos los casos los señores 
Senadores deberán hacer no sólo una comparación horizontal -por ejemplo, el artículo 1% de cada una de las propuestas- sino 
también una confrontación de la estructura del articulado. En este momento no recuerdo exactamente si son 6 ó 7 textos, pero 
reitero que en ellos hay aspectos muy parecidos y algunas diferencias. 


En todo caso, quizás sea bueno que indiquemos a los señores Senadores, además de las coincidencias -que constituyen la 
mayoría, aunque las propuestas tengan diferentes estilos de redacción- en qué radican nuestras discrepancias. Eventualmente, si 
los señores Senadores están de acuerdo, podríamos resaltar las diferencias más que los aspectos comunes, a fin de que tengan 
elementos que les permitan hacer un correcto balance. 


Si me permiten, desearía señalar por qué tengo algunas diferencias, en algunos casos pequeñas, como ser, con los nombres de 
algunos artículos. Sin ir más lejos, en el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo se denominaba al artículo 1% "Naturaleza y 
Alcance". 


En términos generales, los compañeros han mantenido ese nombre para este artículo o lo han denominado "Propiedades y 
Alcances". Desde mi punto de vista, en realidad debería llamarse "Objeto", porque el objeto es la materia y esta norma se refiere a 
lo que vamos a tratar en la iniciativa o lo que en mi concepto debería decirse en el primer artículo, incluso, por un tema de orden. 
En eso también coincidimos todos, porque esta iniciativa, además de las disposiciones que tiene que instrumentar, debe tener un 
carácter didáctico sobre una materia en la que estamos innovando en el Uruguay, aunque no en el mundo. Entonces, cuanto más 
precisos sean los términos, es mejor. 


Con respecto a este artículo en particular, también tengo una diferencia. Me parece que los dos primeros párrafos de la norma del 
Poder Ejecutivo -que de alguna manera han sido mantenidos por los compañeros en la Comisión- que se refieren al hecho de que 
el ordenamiento del territorio es un cometido esencial o sustantivo del Estado, no tienen el menor sentido. No se trata de un 
cometido esencial del Estado ni mucho menos de un cometido sustantivo, porque no tiene ninguna consecuencia y, simplemente, 
confunde el objeto de la ley. 


Por otro lado, expresar: "Declárase de interés nacional y general la ordenación del territorio" puede ser muy interesante cuando 
vayamos a hacer expropiaciones, pero esta norma no puede comenzar con esas palabras. 


No tengo ningún inconveniente en que este último artículo forme parte de la iniciativa, pero debería insertarse dentro de la 
estructura en el lugar que le corresponde y no al principio. 


En lo personal, lo más importante son algunas definiciones, tal como la que realizo en el artículo 2* en lo que hace a la ordenación 
del territorio, que es un poquito más clara, aunque no más amplia. Tomo la definición que propone el arquitecto Gilmet y le agrego 
un par de aspectos. La ordenación del territorio es la forma de gestión, y eso es concretamente sobre lo que estamos hablando. 
Debemos saber cómo vamos a gestionar el territorio y no comenzar la norma como se propone, ya que el concepto es más amplio 
e incluye la forma de gestión que se realiza con previsiones, planes, etcétera. Quizás se trata de un detalle de estilo, pero me 
parece interesante destacarlo. 


A su vez, hago mucho hincapié en la coordinación entre los distintos niveles de Gobierno y entre quienes planifican y los 
organismos que hacen las infraestructuras, obras y manejos sectoriales, tales como carreteras, puertos, aeropuertos, centros de 
educación, obras de saneamiento, etcétera. Me parece que el tema de la coordinación debe ser destacado específicamente, y lo 
mismo debe suceder con el tema ambiental al que doy cierta relevancia en la definición. 


En otro orden de cosas, la definición que propongo sobre las competencias del Poder Ejecutivo es un poco más abarcativa. Por 
ejemplo, hago especial énfasis en que este Poder debe ocuparse no solamente de la gestión del territorio nacional, sino que debe 
insertar esa región en la macro región donde está ubicado el Uruguay, que es transnacional. No solamente tenemos proyectos en 
común con otros países, como el de la hidrovía, sino que también tenemos ciudades en común, como Rivera, donde ya hay una 
tradición de trabajo en lo que hace a la planificación de esa ciudad con Brasil. También tenemos que pensar la región en una forma 
más extensa. Por ejemplo, debemos tener en cuenta los corredores Pacífico - Atlántico, que pueden llegar a tener una importancia 
vital para el Uruguay. 


Asimismo, hago bastante hincapié en el tema de la cooperación y del fortalecimiento institucional con las Intendencias e insisto en 
que el Poder Ejecutivo debe verificar realmente que los planes sectoriales de los organismos que deben hacer las obras de 
infraestructura se ajusten a los planes de ordenación del territorio. El Uruguay no está acostumbrado a poner en práctica este 
concepto pero, en realidad, los planes de obras públicas, de electrificación, de saneamiento y demás, tendrían que ser parte de la 
instrumentación de los planes de ordenación del territorio. 


También le doy importancia al hecho de que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, debe promover el desarrollo de la disciplina en el Uruguay. Creo que ese es un tema bastante importante. Por su 
parte, debe mantenerse actualizado el marco normativo. No es suficiente que se elaboren planes, que se coordine, que se 
instrumente y que se verifique que los planes sectoriales encajen en el plan nacional, sino que es necesario mantener actualizadas 
las normas. 


En lo que hace a los Gobiernos Departamentales, propongo seguir la idea del Poder Ejecutivo en cuanto a mantener actualizado el 
marco normativo y propongo ejecutar o hacer ejecutar las obras públicas requeridas por los planos, fortalecer institucionalmente las 
oficinas técnicas -aspecto que considero fundamental, ya que si éstas no se fortalecen institucionalmente, no van a surgir buenos 
planes- coordinar los planes con los departamentos vecinos y participar en los planes de ordenación del territorio que realice el 
Poder Ejecutivo o los departamentos vecinos. 


Creo que debe mantenerse la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial que se ha creado por decreto del Poder 
Ejecutivo. Debe hacer cinco años que esta Comisión no funciona, porque no ha sido citada desde que el doctor Gorosito dejó la 
Dirección de la DINOT. En mi calidad de delegado del Congreso de Intendentes en la DINAMA, entiendo que ese trabajo que allí se 
realiza es positivo y, por lo tanto -reitero- propongo que se mantenga esa Comisión. Incluso, sugiero que se creen comisiones 
departamentales con el mismo espíritu, que puedan hacer coordinaciones entre los jerarcas departamentales, no de las 
Intendencias, sino de los otros organismos. 


Como último aspecto a mi juicio este es el más importante de todos, planteo que se cree un mecanismo de solución de 
controversias. No tengo duda de que va a haber conflictos entre los responsables de hacer los planes y entre los distintos 
encargados, no sólo de realizar la gestión del territorio, sino también entre los que llevan a cabo obras sectoriales, el sector privado, 
etcétera. Pienso que no podemos darnos el lujo de que se termine en los Juzgados y, por esa razón, propongo que se cree un 
mecanismo que he llamado de solución de controversias. Por este mecanismo la controversia se plantearía en una Comisión 
técnico conciliadora que se crearía a esos efectos y con un plazo determinado. De esta forma se obliga a la negociación y, si no se 
llega a un acuerdo, entonces sí se pasaría a las órbitas jurisdiccionales correspondientes. 


Concretamente, esa Comisión tendría la obligación de definir una solución fundada respecto del problema planteado. Quizás 
servirá de peritaje o tendrá su influencia en la solución del conflicto que ojalá no llegue a la órbita jurisdiccional por razones de 
tiempo y de practicidad. 


Desde mi punto de vista, entonces, estos serían los puntos relevantes. 


SEÑOR VILLEGAS.- Básicamente coincido con lo expresado por el arquitecto Sienra, pero quisiera destacar dos o tres aspectos 
que me parecen sustanciales, no sólo respecto a la ley, sino relacionado con el curso que tenga esta normativa. 


En primer término, aparece la expresión "coordinación", que es muy fácil de decir pero muy difícil de cumplir. A este concepto le 
agregaría el de coparticipación, entonces, se hablaría de coordinación y coparticipación para que los demás organismos del Estado 
y los Municipios se sientan obligados por la ley a coparticipar de la redacción de los planes y demás. 


Otro aspecto que quiero destacar tiene que ver con el rol docente que debe cumplir el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Por supuesto, tiene un rol establecido por ley, pero no está explicitada ni mencionada como obligación 
la necesidad de la docencia. Docencia quiere decir enseñar, y aquí está el punto ya que la mayor parte de los ciudadanos 
uruguayos desconoce su significado. Enseñar es vital. Pero, ¿enseñar a quién? A los decisores, a los agentes políticos y, 
fundamentalmente, a los señores Intendentes. He tenido oportunidad de conocer muchas Intendencias Municipales, o casi todas, y 
he captado la ignorancia, o más correctamente el desconocimiento que los señores Intendentes tienen en la materia. Estamos 
intentando establecer en una ley en la que la ordenación territorial es el rol fundamental de los Municipios, de los Gobiernos 
Departamentales, pero si éstos no están enterados de qué se trata, mal la van a utilizar. 


De modo que entiendo que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la Facultad de Arquitectura - 
organismo aquí representado- y el Municipio de Montevideo, que tiene un cuerpo técnico muy importante, más los que debe formar 
el Ministerio, tienen que cumplir todos un rol docente que implica enseñar de qué se trata y para qué sirve este instrumento, que en 
el mediano y largo plazo es una actividad que el país necesita. Por cierto, no lo necesita ahora, ya lo necesitó en la época de la 
Colonia y, por ello, la Ley de Indias comenzó por este punto. Gracias a ello se fundaron cientos de ciudades de América con un 
sellito que era para todas, algo así como una especie de comodín fenomenal que había instrumentado Felipe ll. 


Entonces, el rol docente del Ministerio es vital y, a través de él, tiene que captar las amenazas y las oportunidades -como se suele 
decir en términos de dialéctica- actuar en función de ello y enseñar a los asesores, a los que van a manejar la ley, a actuar en forma 
correcta, o sea, con conocimiento de la ley. Lo que se resuelva será del propio campo de los Intendentes y de los Gobiernos 
Departamentales, pero tienen que estar informados, si no lo están, mal pueden actuar. 


En otro orden, también coincidiendo con lo que decía el arquitecto Sienra, pienso que en ese ir y venir del conocimiento de abajo 
para arriba y viceversa, la calificación de los Gobiernos Departamentales en la materia es importante. Los Intendentes tienen el 
poder de hacer cosas, pero deben tener los medios y la información necesaria. Personalmente, cuando era Director de 
Ordenamiento en un departamento que no voy a nombrar, sufrí la siguiente circunstancia. Allí había un colega que se había 
ocupado de este tema y estaba haciendo un trabajo sustancial de recopilación de información de ese departamento, cuando 
cambió el Intendente. En esa instancia este profesional se retiró de su tarea y ésta quedó interrumpida. En verdad, eso es trágico, 
porque es fundamental la continuidad de los funcionarios que tienen a su cargo las acciones importantes o el asesoramiento de los 
Gobiernos Departamentales. Si no se establece esa continuidad se produce un caos. Por eso pienso que es fundamental el 
fortalecimiento institucional de las Intendencias Municipales de arriba hacia abajo y viceversa. 


Por último, hay un punto que va a aparecer y sobre el que quiero insistir, que tiene que ver con un sistema de información de las 
acciones y de todo lo que se haga en materia de ordenamiento territorial en base a la informática. El arma de que disponemos hoy, 
que es Internet y el correo electrónico, son vitales para el buen funcionamiento del sistema. Por suerte hoy disponemos de esto y 
podemos usarlo si sabemos y queremos hacerlo. Esto también es parte de la docencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida y presentamos al señor Senador Julio Herrera, quien se ha incorporado 
recientemente a la Comisión. Desde ya adelantamos a nuestros asesores que también se van a poder comunicar con él a los 
efectos de la continuidad de este trabajo y, por lo tanto, le haremos llegar la voluminosa documentación en la que consta el 
importante trabajo de los asesores de esta Comisión, del que específicamente, destaco el primer título. Lamentablemente, aún no 
ha llegado la señora Senadora Xavier quien había profundizado sobre la lectura de este punto. No obstante, nos hemos permitido 
recibir el asesoramiento correspondiente. 


Rápidamente, informamos al señor Senador Herrera que los asesores nos están haciendo saber sus discrepancias y coincidencias 
sobre este punto. 


En lo que me es personal, quiero manifestar que aún tenemos dudas de cuál va a ser la metodología del paso siguiente y, por esa 
razón, me gustaría saber, según el criterio de los asesores, qué harían si tuvieran que aplicar estos instrumentos. Por supuesto, 
adelantamos nuestro interés en que esto siga adelante y reconocemos el esfuerzo que han hecho los asesores en este sentido. 


En realidad, los escucho y tengo miedo de que esto quede nada más que en un montón de papeles; eso sería lamentable y sucede 
muchas veces en la vida del país, en distintos ámbitos. Me parece horrible que ello ocurra, por lo que se han sacrificado ustedes, 
por lo que significa este trabajo y también, por qué no, por el gasto de hojas, que ahora no hay. 


SEÑORA PEREIRA.- Me gustaría ser esquemática, a los efectos de facilitar el trabajo a ustedes. 


Nosotros no tenemos contradicciones, sino diferencias en lo que respecta a las distintas redacciones de los artículos. Tomamos 
como base el proyecto del Poder Ejecutivo, al cual hemos ido modificando, pero los artículos que finalmente se redactaron, tienen 
distintos matices. Como decía el arquitecto Sienra, es verdad que todavía no llegamos a un acuerdo en lo que respecta a si esto es 
o no un cometido esencial y sustantivo del Estado. Este es un tema que tenemos que pulir y, al respecto, el escribano Vázquez, 
sugirió la posibilidad de pedir asesoramiento a un especialista en Derecho Administrativo. 


En el Título | -que contiene muy pocos artículos- en lo que tiene que ver con el objeto, la ordenación del territorio, la materia y las 
finalidades, no hay ninguna contradicción. Lo que sucede es que cada uno le da su toque y va incluyendo cosas. No es por ser muy 
optimista, pero considero que no hay nada que impida que escojan una redacción, luego de leer todos los textos. 


Por otra parte, hay un artículo nuevo que refiere a los principios, que fue un agregado del arquitecto Gilmet y que, además, fue 
acogido por la mayoría de nosotros. A mi modo de ver, esta disposición es fundamental y habría que incluir los principios de la 
materia sobre la cual vamos a regular para que luego la normativa siguiente se guíe por la misma. 


En lo que respecta a la Comisión Técnica Asesora -tema que también fue analizado y discutido- consideramos que crear una 
Comisión que ya existe era incongruente y revelaba una falta de seriedad por nuestra parte. Entonces, pensamos en la forma 
jurídica que se le podía dar a una Comisión que ya existía; en ese sentido, creímos que tal vez era necesario otorgarle una 
jerarquía legal que no tenía. 


Por otro lado, se van a encontrar con algo nuevo que trajo el ITU y que refiere al sistema nacional de ordenación del territorio, como 
capítulo. Aquí se incluye a los llamados Concejos Departamentales o Consejos Nacionales. 


A mi modo de ver, la única contradicción que van a encontrar en el material que les hemos entregado -aspecto sobre el que vamos 
a tener que llegar a un acuerdo- tiene que ver con el ámbito de las competencias. El proyecto de ley del Poder Ejecutivo establecía 
que con carácter general el tema del ordenamiento territorial era competencia del Gobierno Departamental. No obstante, hace una 
lista en la cual enuncia cuáles son las competencias del Poder Ejecutivo, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y de los Gobiernos Departamentales. No llegamos a un acuerdo sobre este punto por la forma en que está 
redactado este tema. Como es notorio, el Gobierno Departamental tiene una labor fundamental en el ordenamiento territorial 
porque actúa en forma local. Sobre este aspecto, el arquitecto Villegas envió una propuesta por e-mail en estos días que es distinta 
a la que tienen los señores Senadores en el documento que les hemos entregado. Dada la dinámica que tiene esta materia, pienso 
que es conveniente no establecer con carácter general qué es competencia del Poder Ejecutivo ni del Gobierno Departamental. 
Hay que atenerse a los hechos, porque es una materia que va evolucionando y que va adquiriendo cada vez mayor importancia. 
Entonces, no podemos atarnos las manos diciendo que este tema es competencia del Gobierno Departamental. A mi entender, esta 
es la única contradicción que van a encontrar en todo el material que les hemos dejado; lo demás es, simplemente, una cuestión de 
matices. 


De todas formas, pienso que el trabajo fue productivo. No sé cómo harán los señores Senadores para entender todo esto, porque 
incluso para nosotros es muy complicado. 


SEÑOR VÁZQUEZ.- Precisamente, el tema que mencionó la doctora Pereira era uno de los que quería señalar En realidad, este 
capítulo contiene muchas normas programáticas que son ilustrativas sobre el sentido de la ley. 


Por su parte, el artículo 4* distribuye competencias que es, precisamente, la función que tiene la ley. En este caso, coincido con la 
doctora Pereira, aunque hemos quedado en minoría dentro del ámbito de la Comisión. Nosotros nos oponíamos a mantener el 
acápite del artículo 4”, que empieza diciendo: "Con carácter general la ordenación territorial es competencia de los Gobiernos 
Departamentales, sin perjuicio de la competencia municipal", es decir, de las Juntas Locales, etcétera. Después distribuye 
competencias al Poder Ejecutivo, a los Gobiernos Departamentales y a las Juntas Locales, pero aquella referencia inicial de 
carácter subsidiario resolvería a favor del Gobierno Departamental cualquier duda sobre el tema de competencias. Me parece que 
este es un error ya que uno de los desafíos que tiene esta ley es el ver el territorio y la materia territorial como una actividad en la 
que se entrecruzan muchos actores, en la que los entes públicos tienen que coordinar entre sí y, a su vez, con los agentes 
privados. De modo que dar demasiada fuerza al Gobierno Departamental en ese sentido, me parece un error, sin perjuicio de los 
límites que establece la Constitución. Si ésta les otorga determinadas competencias, no podemos modificarlas, pero hay otras en 
las que la propia Constitución establece que la ley determinará. Entonces, esta ley tiene la oportunidad de hacer jugar un poco 
mejor la interacción de los actores. 


Junto con el arquitecto Villegas, concurrimos a esta Comisión como delegados del Ministerio. Como saben los señores Senadores, 
en estos días ha habido cambios importantes, ya que ha asumido la Dirección de Ordenamiento Territorial el arquitecto Bervejillo, 
un hombre de probada competencia en esta materia. Pienso que de alguna manera -no sé cuál va a ser el canal- el Poder 
Ejecutivo, con la presencia del Director de Ordenamiento, va a proponer algunos cambios al proyecto que había enviado 
inicialmente. En tal sentido, voy a leer algunos conceptos del arquitecto Bervejillo, que tienen que ver con lo que venía planteando. 
El arquitecto Bervejillo dice: "Los ámbitos de referencia del ordenamiento territorial tienen que ser las estrategias nacionales, 
grandes actuaciones estructurantes, la decisión sobre grandes obras que estructuran el territorio; las estrategias regionales y las 
políticas de desarrollo local, no sólo ceñido a lo urbano, sino también a la aureola del territorio que está influida por esa localidad 
urbana." También expresa dicho arquitecto, lo siguiente: "Las estrategias regionales se corresponden con procesos de desarrollo 
del tipo de la cuenca arrocera, lechera, la región metropolitana, el litoral turístico sureste y otros. Estos procesos de desarrollo 
tienen, de por sí, una fuerte territorialidad y, en general, ésta trasciende los límites administrativos departamentales, por lo que se 
requieren modalidades de ordenamiento concertadas entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos Departamentales involucrados." 


Creo que el único departamento de la República que necesita realmente un plan de ordenamiento territorial -que tiene y debe 
mantener- es Montevideo porque es chico desde el punto de vista geográfico y porque está prácticamente urbanizado en su 
totalidad. 


En los otros departamentos, en algunos casos me parece casi de fantasía hablar de planes de ordenamiento territorial. Sin 
embargo, creo que es válido integrarlos en planes regionales, en regiones más amplias. 


Es todo cuanto quería expresar sobre el tema de la distribución de competencias, que me parece básico y que va a tener mucha 
repercusión en lo que hace al ordenamiento. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Antes que nada deseo manifestar que con el arquitecto Acuña participamos por la Universidad de la 
República, Facultad de Arquitectura, Instituto de Teoría y Urbanismo, invitados por esta Comisión. 


Un poco en función de lo que se ha planteado y de las expectativas a que hacía referencia el señor Presidente de la Comisión, diré 
que, efectivamente, el de la competencia ha sido un tema recurrente, de ida y vuelta, a lo largo de este año y medio que llevamos 
de trabajo. Siempre que discutimos los conceptos, las materias y los instrumentos de ordenamiento, volvimos al tema de la 
competencia. Allí creo que hay un punto neurálgico a resolver. 


De alguna manera, la gestión del territorio es de realidades complejas, multidimensionales y dinámicas. Hoy día la materia que 
atiende la ordenación del territorio -es decir aquellos procesos y actuaciones que regulan esta última- es ejercida por múltiples 
organismos. No se trata de que en el país no existan actividades de ordenación del territorio y que vayan a comenzar cuando se 
apruebe este proyecto de ley. Por el contrario, insisto, ya existe y, en base a ellas, se construyen carreteras y ciudades, se realizan 
embalses, represas, etcétera. Como decía, hoy día esas competencias están distribuidas y son ejercidas de manera concurrente 
por múltiples organismos, tanto del Ejecutivo nacional como de los Gobiernos Departamentales. 


Entonces, nos parecía que la respuesta que daba el proyecto de ley del Poder Ejecutivo a esta complejidad, a esta malla tan 
complicada de relaciones institucionales de competencia, no era suficiente como para resolverla, integrarla y dejar zanjados todos 
los mil y un problemas que iban a acontecer. Simplemente, para verlo en forma visual, en una matriz cruzamos la materia de la 
ordenación del territorio con los organismos que tiene que ver con ella; entonces, nos aparece una nube de puntos -como podrá 
observarse en los documentos entregados- que nos hablan de esa complejidad institucional. Nuestra gran pregunta era cómo 
resolverla para llevar a cabo un verdadero ejercicio de ordenación del territorio, esto es, que verdaderamente se lleve a cabo y no 
que quede en meras intenciones. 


En ese sentido es que, atendiendo inclusive antecedentes que existen a nivel de la Universidad y del mismo Ministerio en lo que 
fueron las directrices de ordenación del territorio y en lo que es la legislación comparada, entendimos importante crear o conformar 
el sistema nacional de ordenación del territorio y que éste integre los principales actores públicos con funciones de regulación, 
promoción e inversión sobre el territorio. Se trata de que, de alguna manera, se cree un espacio de concertación, de decisión 
coordinada y de actuación conjunta en materia de gestión ambiental del territorio. 


¿Cómo planteamos que opere ese sistema nacional de ordenación del territorio? No entramos a discutir desde este proyecto de ley 
de quién son las competencias, sino que queremos generar los ámbitos para un ejercicio coordinado y conjunto de las mismas, y 
que hoy tienen los distintos organismos. Me refiero a las del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca las que le corresponden, así como el Ministerio de Industria, Energía y Minería y los Gobiernos 
Departamentales las que tienen asignadas. 


Por esas razones planteamos en ese sistema nacional de ordenación del territorio que integran todos esos organismos, que se 
cree el Consejo Nacional de Ordenación del Territorio, que estaría integrado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y el Congreso Nacional de Intendentes. En ese ámbito se debería impulsar y coordinar la 
formulación de los planes nacionales de ordenación y la de los que involucren a más de un departamento, es decir, los planes 


regionales y los del área metropolitana, que nos parecían de extremada importancia y que la propia ley debería nombrarlos de 
manera expresa. 


Quiere decir que a nivel de ese Consejo Nacional estarían comprendidos tanto los organismos del Poder público nacional como los 
departamentales a través del Congreso Nacional de Intendentes. Se trata de que desde la propia concepción de los planes y 
definición de las estrategias de ordenación exista ese espacio donde ejercer de manera coordinada y concertada las competencias 
que la ley ha ido asignando a los distintos organismos a lo largo de toda la historia. 


A nivel departamental ocurre otro tanto. En ese ámbito se plantea, a los efectos de la formulación de los planes departamentales y 
de los de ordenación urbanística para aquellos centros poblados que así lo requieran, conformar el Consejo Departamental de 
Ordenación del Territorio, en el que, además de las autoridades departamentales, estén representados el Poder Ejecutivo a través 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Con eso se procura que en los dos ámbitos podamos tener 
la interacción de algo que ha sido objeto de una discusión pendiente, como es la competencia de lo nacional y la de lo 
departamental. 


Nuestra apuesta, pues, es no discutir las competencias que hoy tienen los distintos organismos, sino encontrar ámbitos y fórmulas 
que permitan resolver de manera coordinada y concertada las mismas, que son concurrentes en virtud de las materias acordadas 
para la ordenación del territorio. 


Básicamente, eso es lo que entendemos ha sido una diferencia de concepción acerca de cómo plantear la resolución de ese tema. 
Pensamos que en los otros puntos de este Título en cuanto al objeto de la ley y a la materia de la ordenación, ha habido bastante 
acuerdo. Coincido con lo que expresaba la doctora Pereira en el sentido de que las diferencias han estado más que nada en estilos 
de redacción. Por otra parte, lo que son las finalidades y objetivos de la ordenación del territorio en cuanto a apuntar al desarrollo 
sostenible, ya tiene sanción legal en lo que es la Ley General de Protección del Ambiente, sin necesidad de que tengamos que 
volver, por lo menos a nuestro juicio, a expresar lo que ya está dicho y sancionado. 


El otro punto que nos parece relevante es el de complementar lo que es ese Consejo Nacional Departamental con las Comisiones 
Asesoras. Si bien lo entendemos como un instrumento de gestión -motivo por el cual no lo incluíamos en este Título- creemos que 
es totalmente necesaria su existencia, tanto en lo que hace al ámbito nacional como a las Comisiones Técnicas Asesoras en el 
ámbito departamental. Mientras que el Consejo es el ámbito de decisión coordinada y de actuación conjunta de los organismos del 
Poder público, las Comisiones Técnico Asesoras o Consultivas son los ámbitos de participación, de propuesta y de iniciativa del 
conjunto de actores públicos, privados y sociales de cada ámbito territorial de que se trate. 


SEÑOR HERRERA.- Confieso que acabo de ver el material que me mostró el señor Senador Mujica y se me ocurrió lo siguiente 
luego de observar solamente su formato. 


Allí se nos propone un articulado. Quisiera saber si, simultáneamente, los técnicos también nos presentan un informe que explica 
dicho articulado. Se me acota que hay un fundamento sobre cada artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que he visto, advierto que es uno de los problemas que debemos tratar. Como sabrán los señores 
Senadores, este es un sistema nuevo o una manera diferente de trabajar. Evidentemente, no podemos pedir una eficiencia total. 


Es probable que muchos de nosotros tengamos que hacer algunas correcciones para el buen manejo del tema. 


Aquí hay articulados y, en algunos casos -concretamente, en la minoría- exposiciones de motivos, que reflejan siete posiciones 
distintas, que creo que es un aspecto muy importante. 


Sé que el señor Senador Mujica se encuentra en la misma situación que quien habla y, quizás, la señora Senadora Xavier, que 
acaba de llegar, esté bastante más adelantada en el curso que nosotros y pueda entender un poco mejor el tema. Entonces, me 
parece que todos deberíamos hacer un gran esfuerzo, porque en el trabajo legislativo una coma significa una columna más. 


Comprendo lo que decía la doctora Pereira, pero creo que habría que hacer un intento de mayor aproximación -quizá no sea justo 
pedirlo- para evitar que esto caiga en cosas muy grandes por cosas muy pequeñitas, todo lo cual nos traería nuevas dificultades y 
menos ganas de meternos en este lío. 


Creo que a veces los cambios de Ministro traen cambios de orientaciones -tengo la impresión de que hay un cierto temor en este 
sentido- en torno a un mismo problema, por más que existan lineamientos parecidos. Esto es algo así como lo que mencionaba la 
doctora Pereira con respecto a las posiciones casi iguales sobre puntos distintos, que también puede dar lugar a dificultades. 
Pueden ocurrir en el Ministerio, en la Universidad de la República o en el Congreso de Intendentes cambios de mando que traigan 
aparejadas nuevas ideas. Aunque no tenemos poder, vamos a hacer lo máximo posible para tratar de mantener a la gente. Con 
esto no queremos decir que ustedes sean mejores que nadie; de pronto, pueden aparecer otros y que los cambios sean mejores 
que lo que está. Pero la idea inicial era más que nombrar personas representativas de sectores o de instituciones, convocar a 
quienes estuvieran preparados en el tema. Ello no significa que después otra gente de afuera haga críticas y cambie lo que se ha 
hecho. Supongo que la Secretaría les debe haber informado que las comas que a veces ustedes discuten mucho, se van a 
incrementar en número cuando el tema sea discutido en el Plenario. Inclusive, quizá otras organizaciones planteen críticas a la 
hora de analizar el proyecto de ley en la Comisión. 


Desde ya adelanto que apenas este Cuerpo parlamentario tenga tiempo, pediremos una reunión de esta Comisión con las nuevas 
autoridades del Ministerio -a una cantidad de ellas ni siquiera las conocemos- y con todos aquellos involucrados en esto. 


SEÑORA XAVIER.- Ante todo, pido excusas por haber llegado tarde, pero una cuestión de último momento me impidió estar en 
hora. 


La citación de esta reunión me confundió un poco, porque había entendido que íbamos a sesionar todos los integrantes de la 
Comisión con el material que ustedes nos habían acercado, para estudiar el tema desde el ángulo político y no del técnico. 
Obviamente, estas divisiones no son absolutas. Lo digo en el sentido de que muchas veces en el desarrollo de un artículo hay 


elementos que pueden dar más claridad a una ley o mejor contextualización y que desde el ángulo de ustedes sólo fue visto desde 
la óptica técnica, con las implicancias de un término o de otro, insumiendo mucho tiempo sin que pudieran arribar a un consenso. 


Creo que un proyecto de ley de esta naturaleza -que ojalá se apruebe- va a tener modificaciones, porque un asunto tan complejo 
como este no puede ser pensado como algo inmutable. Como decíamos en una ocasión anterior, lo más importante es darle 
viabilidad legislativa. 


Si bien podemos pedirle un nuevo esfuerzo a los asesores en el sentido de que aproximen sus posiciones, me parece que quizás 
sea demasiado, que previamente el esfuerzo lo deberíamos hacer nosotros para darles las orientaciones que surjan del debate que 
podamos tener. Más allá de que no nos vamos a poner técnicamente del lado de una u otra posición, es muy probable que 
encontremos algún camino que aproxime las diferencias que persistan o que podamos subsanarlas a través de una modalidad 
diferente o de la compactación de algunos artículos que pueden figurar en proyectos diferentes. En fin, lo que quiero decir es que 
podrían estar ensamblados en una disposición, sin que por ello se entre en contradicción. En ese sentido, pues, tenemos que hacer 
nuestro aporte. 


Obviamente, estamos al final del Período y con una compleja agenda. De todos modos, me parece que este es un tema que 
merece un tratamiento exclusivo durante el receso o al inicio del año que viene, para acelerar un poco nuestro trabajo. Creo que 
nos ha faltado algo de dedicación, pero también es cierto que no hemos perdido el tiempo, puesto que cuando no estamos 
legislando, estamos apagando incendios. Habrá que darse, pues, un espacio para legislar. 


En principio no me opongo a pedirles un nuevo esfuerzo, pero también nosotros deberíamos hacerlo, tratando de ver si algunos de 
esos artículos son técnica y políticamente contradictorios o si eventualmente pueden ser complementarios, para ir zanjando las 
diferentes alternativas que se nos proponen. 


SEÑORA PEREIRA.- Lo que se proponía, en realidad se hizo. Si de todas esas hojas que ustedes tienen ahí toman la sugerencia 
del arquitecto Pablo Bonti, podrán ver que él decía que hacía lugar por completo a la propuesta del arquitecto Gilmet. Hay muchas 
hojas que están repetidas, por llamarlo de alguna manera. Por ejemplo, desde mi punto de vista, a la propuesta del arquitecto 
Gilmet en lo que respecta a "finalidades", solamente se le agrega una palabra. Lo que ocurre es que los artículos fueron copiados 
nuevamente. 


Yo decía que lo ideal -admito que pueda verse como una locura- sería que cada artículo tuviera un color distintivo que nos 
caracterizara a cada uno de nosotros, para que ustedes pudieran apreciar que las diferencias son mínimas. 


SEÑOR VILLEGAS.- Me gustaría resaltar algunas cosas sobre lo que conversamos hace algunos momentos, con respecto a 
algunas dudas que tenía el señor Presidente con respecto a la representación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. El escribano Vázquez, el doctor Souto y quien habla estuvimos reunidos con el señor Ministro, el arquitecto Irureta 
y también hemos podido entrevistarnos con el nuevo Director de Ordenamiento Territorial. 


En ese sentido, tanto el escribano como quien habla vamos a seguir representando a esta Cartera ante la Comisión. Creo que 
desde el punto de vista ministerial no va a haber cambios con respecto a la posición que adopte sobre este proyecto de ley, así 
como tampoco los habrá en los criterios que tiene la delegación que lo representa en este ámbito. Personalmente he hablado con 
los protagonistas y, por lo tanto, estoy seguro que se procederá de esta forma. 


Durante el tiempo que hemos formado parte de esta Comisión, hemos aprendido mucho, porque individualmente tenemos 
experiencias que las hemos ido volcando a lo largo de las sucesivas reuniones. Así, hemos llegado a un acuerdo básico sobre 
aspectos principales tratados en este ámbito. 


Me pongo en el lugar de los señores Senadores miembros de la Comisión -y esto ya lo he discutido en muchas oportunidades con 
el señor secretario de la Comisión- y me pregunto lo siguiente. Si recibo un paquete como este, ¿qué hago con él? ¿Es el tango 
Cambalache o es una estructura coherente? 


Pienso que mucho más práctico y útil sería que internamente pudiéramos llegar a una redacción que señale acuerdos y 
discrepancias. Finalmente, sobre ellos, los señores Senadores podrán arribar a un acuerdo. Reitero que a los efectos prácticos, y 
por estar prestando un servicio a esta Comisión del Senado, sería mucho más útil que presentemos un proyecto con cierta 
coherencia. En lo personal considero que es asombroso que alguien pueda sacar algo en limpio de las distintas ponencias y de las 
actas de todas las reuniones que hemos tenido. 


En ese sentido, los que hemos formado parte de esta Comisión sabemos qué conclusiones podemos sacar de dicho material. 
Entonces, el planteo concreto es el siguiente. En términos matemáticos, ¿cómo vamos a funcionar: aplicaremos una sumatoria o 
una integral? Para aclarar estos conceptos, diré que una sumatoria es el agregado de cosas y una integral es su concatenación. 


Hay un capítulo en la ley que, a mi juicio, es muy importante y sobre el cual como técnico no me atrevo a intervenir. Me refiero al 
Capítulo que se denomina "Estímulos y Sanciones". Debe haber estímulos y sanciones, la pregunta es cuándo, cómo y dónde. En 
lo personal, no me atrevo a proponerlo porque no tengo posición formada. Hay algunos compañeros que sí la tienen, pero yo tengo 
enormes dudas sobre el alcance que puede tener tanto sobre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
como sobre los Gobiernos Departamentales que haya en la ley un capítulo que se refiera a estímulos y sanciones. 


Por otra parte, si se aprueba este proyecto de ley en el sentido en que nosotros lo hemos estado manejando y que básicamente 
tenemos acuerdo, supone que la Dirección de Ordenamiento Territorial del Ministerio correspondiente va a tener una cantidad de 
obligaciones nuevas además de las que tenía y que, a mi juicio, no ha cumplido o ha cumplido en parte. Para cumplir con dichas 
obligaciones se necesitan muchos recursos humanos y no tanto económicos. En este sentido, creo que la designación del nuevo 
Director de Ordenamiento es un aporte muy interesante pero, de todos modos, tenemos que destacar que hay una carencia muy 
grande de personal técnico en la Sección de Ordenamiento Territorial del Ministerio. En relación con esto último, la Intendencia 
Municipal de Montevideo tiene un equipo mucho más importante así como también lo tiene el Instituto de Urbanismo dependiente 
de la Facultad de Arquitectura. ¿Cómo podemos unificar la gestión del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, del equipo de la Intendencia Municipal de Montevideo y con el Instituto de Urbanismo de la Facultad de Arquitectura? 


Conozco bastante lo que sucede en el interior de la República y sé que hay algunos departamentos que cuentan con buenos 
equipos técnicos en la materia, pero también sé que la inmensa mayoría está a fojas cero en este tema. Para concluir, quiero decir, 
que para fortalecer la gestión de las Intendencias debemos hacer lo propio con la DINOT. 


SEÑOR SIENRA.- Quisiera tratar de responder alguna de las preguntas que se nos han planteado acerca de cómo seguir 
avanzando en el análisis de este proyecto para culminar en algo que sea viable. 


En ese sentido pienso que, sería bueno que contemos con algunas definiciones políticas. Por ejemplo, sobre el tema de las 
competencias o de si debe existir o no el Consejo Nacional de Ordenación del Territorio, que plantea el ITU, algunos miembros de 
la Comisión han planteado que sería interesante y otros, por el contrario, que sería equivocado. A mi juicio, estos aspectos no son 
técnicos, son políticos y es imprescindible tener claro cuál es el camino para posteriormente poder instrumentar la parte técnica. 


Esto lo digo con toda objetividad e insisto en que es importante contar con esa línea política para poder desarrollar nuestro trabajo. 
Para ilustrar esto, por ejemplo, deberíamos tener claro si existirá o no el instrumento de conciliación y negociación obligatoria, a fin 
de que se invierta tiempo en su análisis. 


Desde el primer momento fui bastante crítico respecto al proyecto del Poder Ejecutivo. Tanto es así que la Intendencia de 
Maldonado presentó al Congreso de Intendentes un proyecto alternativo que tiene una estructura diferente. A este respecto pienso 
que el proyecto definitivo de la ley de ordenamiento territorial tendrá que tener una estructura que coincidirá en mayor o menor 
medida a la propuesta por nosotros al Congreso de Intendentes. Planteo esto porque en el primer capítulo donde se plantean las 
disposiciones generales, las competencias, etcétera, va seguido de un segundo capítulo en el cual ya hemos avanzado que refiere 
al sistema nacional de planificación, o sea, de qué planes se trata y cómo los vamos a llevar a cabo. Pensamos que va diferir 
mucho del planteo del Poder Ejecutivo. 


Recién el arquitecto Villegas se refirió a un capítulo que planteaba como muy importante que es el de los estímulos y sanciones, lo 
que figura en nuestra propuesta y no en la del Poder Ejecutivo. Hay otros aspectos que son muy importantes en este proyecto de 
ley. El primero de ellos es que cada vez que uno gestiona un territorio, está interviniendo fuertemente con los planes en los valores 
de la tierra: muchas veces en menos y otras en más o muchísimo más. Siempre menciono un ejemplo muy gráfico que refiere a 
que cuando la Intendencia Municipal de Maldonado cambió en la década del 70 la ordenanza de construcción y habilitó la 
construcción de torres en la Avenida Roosevelt, hubo predios, como por ejemplo uno que tenía un bungalow del Country, que 
pasaron a valer U$S 1:000.000 cuando antes costaban U$S 30.000. Esta situación fue exclusivamente causada por el plan. En mi 
opinión, esto tiene los mismos fundamentos que la Ley de Expropiaciones creada en 1910, donde el Estado cobraba contribuciones 
por mejoras o por mayor valor como resultado de la valorización de los predios a consecuencia de las obras. En este caso en 
particular, la valorización de los predios no se da por las obras, sino por el plan. En nuestra propuesta, en ese sentido, creamos un 
par de instrumentos y también otro para que existan compensaciones entre los particulares que pierden valor en sus predios y los 
que ganan. Es decir que quien va a realizar una obra en un predio que gana valor, le deberá pagar el derecho a hacerlo a su 
vendedor. Es necesario aclarar que este no es un invento nuestro, pero hay que crear el instrumento para que se pueda 
implementar. 


Nuestra iniciativa no contiene ningún elemento -porque hay ejemplos bastante negativos y lógicamente la ley debe instrumentarlo- 
sobre la forma de pagar esa mayor valorización que le otorga el plan a determinado predio por medio de una obra pública. Estos 
son instrumentos que deben ser creados a iniciativa del Poder Ejecutivo, porque como se trata de impuestos no pueden ser 
elaborados por el Parlamento. 


Considero que una ley que trata de armar el sistema nacional de gestión del territorio no puede evitar tener un capítulo de 
compensaciones, donde se le pase a la sociedad el valor que el plan crea. Sería muy importante conocer la opinión del Poder 
Ejecutivo, porque de alguna manera el Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente va a tener que conversar 
con el Presidente para que se envíe la iniciativa de creación de estos impuestos al Parlamento. Al respecto, quiero hacer la 
siguiente aclaración: se estarían creando nuevos impuestos, pero éstos no tienen ningún efecto más que el de repartir el valor 
creado en el predio; no afectan a la industria de la construcción, ni a la promoción. Simplemente, el propietario de un predio que se 
vio beneficiado por el plan -lo que le permite construir mucho más que en el resto de la ciudad- va a cobrar una parte del beneficio 
o del mayor valor que el plan le da a ese predio y el resto lo percibe la Intendencia correspondiente. De manera que la ecuación 
económica del desarrollo de la obra, de la urbanización, etcétera, no se ve afectada en el caso del inversor o del comprador. Este 
es un aspecto muy importante a tener en cuenta y ojalá que todos los impuestos funcionaran de esa manera. 


Por otro lado, agregamos dos o tres aspectos al esquema que me parecen importantes. El arquitecto Villegas se refirió a los 
recursos y personalmente creo que efectivamente debe haber un pequeño capítulo de financiación, no de las obras, sino de la 
elaboración de los planes, porque estos cuestan dinero. Ya existe un fondo referido al ordenamiento territorial, el que creo que 
habrá que incrementar o disminuir; eso se verá. Entendemos que hay que agregar a esta iniciativa el tema de los plazos -el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo no los tiene- para los responsables de la elaboración de los planes, porque de lo contrario 
nunca incurrirían en el incumplimiento de la ley. Si estipulamos plazos, también debemos brindar recursos para que se puedan 
elaborar los planes. Entonces, se deberían repartir fondos entre el Poder Ejecutivo y los Gobiernos departamentales e incluso, el 
criterio que nosotros esbozamos es que esto se haga en forma inversa al Producto Bruto per cápita de cada departamento, lo que 
habla de la riqueza y la capacidad para encarar el tema. 


El otro punto refiere al capítulo de incentivos y sanciones que también proponemos en nuestra iniciativa. Considero que hay que 
abrir el abanico de sanciones. El Poder Ejecutivo simplemente refiere a multas que van de las 5 a las 5000 Unidades Reajustables - 
no recuerdo bien la cifra- pero creemos que se deben graduar las sanciones y en algunos casos se deben aplicar sanciones 
penales. Este es el caso de una persona que toma un predio y lo fracciona sin ser su propietario. Si bien hay instrumentos que se 
podrían aplicar, la realidad indica que no están funcionando de la forma adecuada. Personalmente considero que para este ejemplo 
se debería aplicar una sanción penal. 


Esto es cuanto quería manifestar y estimo que para poder llegar a algo deberemos tener una etapa de coordinación con el nuevo 
Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho el aporte de los integrantes de la Comisión de Asesores de la Comisión de Vivienda, 
el que consideramos muy importante. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 38 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


